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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA
SALA DE DECISIÓN PENAL 
     M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, quince (15) de junio de dos mil dieciséis (2016)

Proyecto aprobado por Acta No.524
Hora: 2:30 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la Dirección Administrativa de la Gobernación de Risaralda en contra del fallo de tutela emitido el 6 de mayo de 2016 por el Juzgado 4º Penal del Circuito de Pereira dentro de la acción de tutela instaurada por el abogado Yobany Alberto López Quintero, apoderado judicial de la señora Fanny Arias Marulanda en contra de la Fiduprevisora S.A. y la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda. 
2. RESUMEN DE LOS ANTECEDENTES
2.1. Manifestó el apoderado judicial de la señora Fanny Arias Marulanda que su mandante inició un proceso de nulidad y restablecimiento del derecho para la debida liquidación de la pensión de jubilación, dentro del cual el Juzgado 1º Administrativo del Circuito de Pereira el 31 de mayo de 2013, bajo el radicado No.2012-00272 profirió sentencia favorable a sus pretensiones, la cual fue confirmada por el Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda el 23 de enero de 2014.

Por lo anterior, el 1º de febrero de 2016 se presentaron sendos derechos de petición ante el Ministerio de Educación Nacional, Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, Secretaría de Educación (sic) y la Fiduciaria La Previsora S.A.- Fiduprevisora S.A. con el fin de que se proporcionara información concreta sobre el pago de la sentencia judicial aludida, sin que a la fecha de presentación de la demanda de tutela, hubiera recibido respuesta alguna a sus solicitudes.
2.2. Por lo anterior, consideró vulnerado el derecho fundamental de petición de su mandante. 

2.3. En el acápite de pretensiones, solicitó que se ordene al Ministerio de Educación Nacional, Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, Secretaría de Educación (sic) y la Fiduciaria La Previsora S.A.- Fiduprevisora S.A., que resolvieran de fondo las peticiones a su representada y de esta manera se expida el acto administrativo de reconocimiento del derecho estipulado en los fallos.

2.4. El apoderado de la accionante adjuntó con la demanda el original de poder para actuar dentro de este trámite y copia del derecho de petición dirigido a “la Secretaría de Educación del Departamento  de Risaralda- Nación- Ministerio de Educación Nacional- Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, ciudad (sic)”.  (Fls. 6-8)

3. SÍNTESIS DE LA RESPUESTA A LA DEMANDA
3.1. GOBERNACIÓN DE RISARALDA – SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL- DIRECCIÓN ADMINISTRATIVA
Informó que mediante el oficio No.000402-3479 del 2 de marzo de 2016, la Secretaría de Educación de Risaralda- Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio de Risaralda procedió a remitir por competencia a la Fiduprevisora S.A. para efectos de revisión, estudio y aprobación prestacional, el expediente completo de la solicitud, por ser la entidad competente de otorgar el correspondiente visto bueno, de lo cual se puso en conocimiento al apoderado judicial de la actora.

Por lo anterior, consideró que no ha vulnerado derecho alguno de la accionante, ya que las actuaciones surtidas se amparan en el cumplimiento de un deber legal.  (Fls. 38 y 39)
Anexó copia del oficio No.000402-3479 del 2 de marzo de 2016, antes aludido.  (Folio 40)
3.2. MINISTERIO DE EDUCACIÓN 
Informó que la accionante no ha radicado en esa dependencia algún derecho de petición. 

Propuso como excepción la falta de legitimación en la causa por pasiva, ya que ese Ministerio no atiende solicitudes a cargo de las Secretarías de Educación y del Fondo de Prestaciones del Magisterio FOMAG.

Así mismo, aclaró que el Ministerio de Educación Nacional no es el superior jerárquico de las Secretarías de Educación ni de la Fiduciaria la Previsora; por lo tanto, es a estas entidades las que les corresponde dar respuesta a la demanda de tutela.  (Fls. 42-43) 

3.3. Ni la Fiduprevisora S.A. ni el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio dieron respuesta a la demanda de tutela. 
4. DECISIÓN DE  PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia proferida el 6 de mayo de 2016, el Juzgado 4º Penal del Circuito de Pereira, resolvió tutelar el derecho fundamental de petición a la señora Fanny Arias Marulanda y en tal sentido, ordenó a  la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda, que si aún no lo había hecho, dentro del término de 48 horas contadas a partir de la notificación de este fallo, resolviera de fondo la petición del 1º de febrero de 2016 presentada por la actora.  (Fls. 45-50)

La Secretaría de Educación Departamental de Risaralda fue notificada del anterior fallo el 10 de mayo de 2016 mediante el oficio N.001043 (folio 51).
5. FUNDAMENTOS DE LA  IMPUGNACIÓN

La Secretaría de Educación Departamental de Risaralda allegó escrito en el que impugnó la decisión de primer grado utilizando los mismos argumentos que sirvieron de fundamento para contestar la demanda y por lo tanto, solicitó que se revocara la misma (Fls. 51 y 52).
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocar el numeral primero de la providencia, tal como lo solicitó la Dirección Administrativa de la Gobernación de Risaralda -Secretaría de Educación. 

6.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.  Así mismo, la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

6.4. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.

6.5. De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando: “(i) no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable. Pues bien, en materia laboral el requisito de subsidiariedad adquiere una connotación particular. La Corte ha sostenido que cuando se trate de controversias relativas al derecho al trabajo, la acción de tutela en principio no es el mecanismo adecuado para debatirlas pues en “el ordenamiento jurídico colombiano prevé para el efecto acciones judiciales específicas cuyo conocimiento ha sido atribuido a la jurisdicción ordinaria laboral y a la de lo contencioso administrativo, según la forma de vinculación de que se trate, y afirmar lo contrario sería desnaturalizar la acción de tutela, concretamente su carácter subsidiario y residual”.  (Subrayas nuestras)
6.6 Sobre el derecho de petición

El derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior, comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La  petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario.   

En la Sentencia T-146 de 2012
 la Corte Constitucional se refirió al contenido, ejercicio y alcance del derecho fundamental de petición y concluyó que “el mismo constituye una herramienta determinante para la protección de otras prerrogativas constitucionales como son el derecho a la información, el acceso a documentos públicos, la libertad de expresión y el ejercicio de la participación de los ciudadanos en la toma de las decisiones que los afectan” y en dicha providencia, ese Tribunal sintetizó las reglas que se deben tener en cuenta para la protección del derecho su protección.
6.7.  SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO

6.7.1.  En el caso sub examine el apoderado judicial de la señora Fanny Arias Marulanda radicó el 1º de febrero de 2016 ante la Secretaría de Educación del Departamento de Risaralda una solicitud tendiente a que se cumplieran y pagaran las obligaciones señaladas en la sentencia proferida el 31 de mayo de 2013 por el Juzgado 1º Administrativo de Pereira, la cual fue confirmada por el Tribunal Contencioso Administrativo de Pereira el 23 de enero 2014.

6.7.2. Por su parte, la Secretaría de Educación del Departamento de Risaralda mediante el oficio No.0000402-7653 del 28 de abril de 2016, le informó a la juez de primera instancia sobre el envío del expediente de la señora Arias Marulanda a la Fiduprevisora S.A. con el fin de que se revise, estudie y apruebe la solicitud prestacional de la actora y así mismo, pone en conocimiento de la funcionaria el trámite legal que se debe surtir en dicha Fiduciaria.  Sin embargo, esta Sala no vislumbra que la Secretaría de Educación del Departamento de Risaralda haya comunicado a la accionante o a su apoderado una respuesta de fondo a lo solicitado desde el 1º de febrero de 2016, tal como lo exige la jurisprudencia constitucional cuando ha señalado de manera reiterada, que el derecho de petición debe hacerse efectivo con una pronta y oportuna respuesta de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, sin importar que sea favorable a los intereses del peticionario; que debe ser escrita y en todo caso cumplirá con estos requisitos: “1. Oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición” 
. 
6.7.3. Por lo anterior, no bastaba con que la entidad territorial hubiera respondido a la juez de primer grado sobre el trámite surtido con el expediente de la peticionaria, sino  que su obligación era haber puesto en conocimiento de la misma o de su abogado sobre el estado de su solicitud prestacional, lo que no ocurrió en este asunto en concreto y en tal sentido, generó la vulneración al derecho fundamental de petición de la señora Arias Marulanda, lo que hace procedente el amparo invocado con el fin de cesar la transgresión a dicha prerrogativa constitucional. 
6.7.4. Se reitera que como parte fundamental del derecho de petición es que la decisión que tome la administración, en uno u otro sentido, debe ser comunicada oportunamente al particular, por ser el único interesado en la respuesta pretendida, por lo tanto, la información que se da al juez de tutela no constituye respuesta efectiva a la petición del solicitante, tal como lo señaló la Corte Constitucional desde sus inicios, sobre este aspecto, así:

“El Juez parece entender que la ya transcrita comunicación, dirigida a él y no al peticionario, es una respuesta satisfactoria que responde a las directrices jurisprudenciales invocadas en el fallo.

“La Corte debe manifestar que no es así y que, por el contrario, se encuentra acreditada la vulneración del derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la Carta Política.

“Lo que la entidad sindicada de violar el derecho de petición informe al juez de tutela para justificar la mora en la resolución o para suministrar datos sobre el trámite de una solicitud no constituye respuesta al peticionario. El sentido del derecho fundamental en cuestión radica en que sea la persona solicitante la que reciba contestación oportuna. Cuanto se haga luego ante el juez de tutela, puesto que precisamente tal acción tiene por fundamento la violación del derecho, es ya tardío e inútil, a no ser que se trate de probar documentalmente que ya hubo respuesta y que ella se produjo en tiempo, con lo cual se desvirtuaría el cargo formulado.

“Tener por contestación lo que se informa al juez, en especial si -como en este caso- se está reconociendo por el propio ente obligado que todavía no se ha respondido la solicitud, es contraevidente.

“No entiende la Corte cómo puede negarse la protección judicial del derecho cuando un día antes de resolver el Juez ha tenido a la vista la más clara prueba de la negligencia administrativa y de la vulneración de aquél.”  (Ver Sentencia T-388 de 1997)
Por tal razón y de acuerdo al precedente jurisprudencial de la Corte Constitucional relacionado a lo largo de este libelo, se confirmará la sentencia emitida por la  Jueza 4ª Penal del Circuito de Pereira.

DECISIÓN 
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia de tutela proferida el 6 de mayo de  2016 por el Juzgado 4º Penal del Circuito de Pereira, Risaralda, dentro de la tutela interpuesta por el apoderado de la señora Fanny Arias Marulanda, en lo que fue objeto de impugnación.

SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
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